16 de Mayo de 2007.

Dip. Presidente: Juan Carlos Ayup Guerrero.

Segunda lectura, discusión y en su caso aprobación de dictámenes relativos a reformas constitucionales:
A.- 
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, relativo a una iniciativa de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sobre “aprobación de la ley de ingresos y el presupuesto de egresos del Estado y leyes de ingresos de los municipios”, planteada por los Diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional; “General Felipe Angeles” del Partido de la Revolución Democrática; “Ignacio Zaragoza” del Partido de la Unidad Democrática de Coahuila, y de los Partidos Verde Ecologista de México y del Trabajo.
B.- 
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con relación a una iniciativa de decreto que reforma los artículos 67 fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII,  recorriéndose la ulterior fracción y 158-P fracción III, de la Constitución Política del Estado de Coahuila, para adecuar el nombre del órgano de fiscalización, planteada por los integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional y los Diputados integrantes del Partido Verde Ecologista  de México y del Partido del Trabajo.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.- 
Dictamen presentado por la Comisión para el Desarrollo de la Juventud y el Deporte, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “problema de los graffitis en el Estado”, planteada por los Diputados Alfio Vega de la Peña, Juan Carlos Ayup Guerrero, Jesús María Montemayor Garza y José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

B.- 
Dictamen presentado por la Comisión de Energía y Minas, relativo a una proposición con Punto de Acuerdo planteada por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional, sobre “exhorto al titular del Poder Ejecutivo Federal y al Congreso de la Unión, para que no se lleve a cabo la privatización de la empresa PEMEX, sin realizar previamente un cuidadoso estudio de las consecuencias económicas y estratégicas de enajenar este preciado bien de la nación, y sin haber realizado un referéndum público para este fin”.

C.- 
Dictamen presentado por la Comisión de Energía y Minas, relativo a una proposición con Punto de Acuerdo planteada por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional, sobre “solicitud a la Comisión de Energía y Minas, para que estudie  el caso de la falta de mecanismos legales contra los cobros excesivos que aplica la Comisión Federal de Electricidad en la Región Centro del Estado”.

DICTAMEN de las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales  y de Finanzas, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, referente a la aprobación de la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Estado propuesta por los C. C. Diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; “General Felipe Ángeles”, del Partido de la Revolución Democrática; “Ignacio Zaragoza” , del  Partido Unidad Democrática de Coahuila, y de los Partidos Verde Ecologista de México y del Trabajo; y,

R ES U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 2 de abril del año en curso, se acordó turnar a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales, y de Finanzas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales  y de Finanzas,  la Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, referente a la aprobación de la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Estado  propuesta por los C. C. Diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; “ Ignacio Zaragoza ” , del  Partido Unidad Democrática de Coahuila, y de los Partidos Verde Ecologista de México y del Trabajo; y,
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y II, 103 fracción I, 104 fracción XI y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza,  propuesta por los C. C. Diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; “ Ignacio Zaragoza ” , del  Partido Unidad Democrática de Coahuila, y de los Partidos Verde Ecologista de México y del Trabajo, se basa en las consideraciones siguientes:

 “ Uno de los mayores compromisos de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Estado de Coahuila, es el privilegiar la concertación de las distintas fuerzas políticas, sobre bases de respeto y diálogo, en la toma de las decisiones que requiere el Estado para mantener el clima de estabilidad política, civilidad y certidumbre de la cual gozan los coahuilenses, fomentando su participación y apoyo en las acciones orientadas a impulsar el crecimiento de Coahuila.

El desarrollo de la pluralidad y democracia que vive nuestro Estado genera, en algunos casos, situaciones bajo las cuales no es posible alcanzar de forma eficaz el consenso inmediato de los diferentes ejes políticos. Esta circunstancia tiene como consecuencia la dilación en el alcance de acuerdos de importancia trascendental para el Estado, como lo es la aprobación de las leyes de ingresos y el Presupuesto de Egresos que regirán el rumbo económico del Estado y sus municipios, afectando los planes, proyectos y programas ejecutados, en perjuicio de la sociedad coahuilense.

Las leyes de ingresos, así como el Presupuesto de Egresos del Estado y los municipios constituyen un instrumento de planificación a un año calendario. Éstos acopian las previsiones de los ingresos y gastos públicos que regirán la administración económica y financiera en forma anual de los diversos entes públicos, los cuales tienen como fin aprobar los lineamientos de la política en la asignación de recursos financieros y se elaboran bajo la premisa de cumplir los compromisos adquiridos con los coahuilenses para darle atención a las prioridades del Estado y municipios en cuanto a desarrollo económico, obra pública y servicios en bienestar de la comunidad.

Mediante la previsión del presupuesto, los diferentes órdenes de gobierno tienen a su cargo la tarea de promover una política de gasto público enfocada a generar condiciones que contribuyan a mejorar las oportunidades en el ámbito social y económico, para impulsar el desarrollo del Estado. Para su integración se parte de una estrategia orientada a mantener la congruencia entre el nivel de erogaciones y la capacidad de generación de recursos públicos, es decir, se persigue un adecuado equilibrio entre los ingresos que el Estado y los municipios estiman percibir durante el ejercicio que corresponda y los recursos destinados a sufragar el gasto público, con una eficiente coordinación interinstitucional para consolidar mejores políticas públicas, un gobierno transparente y eficiente y un esquema moderno de financiamiento.


Es obligación del Gobernador del Estado, así como de los ayuntamientos, en sus respectivas competencias, remitir los proyectos de ley de ingresos y presupuestos de egresos al  Congreso del Estado con la anticipación suficiente para efectuar su análisis y estudio correspondiente por parte de la Comisión respectiva.

El texto vigente de la Constitución Local establece que tanto la aprobación de las leyes de ingresos y los presupuestos de egresos deben ser presentados al Congreso a más tardar el  treinta de noviembre del año anterior al del ejercicio fiscal que correspondan, y su aprobación debe haberse realizado antes del 1 de enero del año siguiente.

Sólo existe una excepción a este precepto, señalada en el artículo 105 de la Constitución Política del Estado, que establece que cuando el Gobernador inicie en su encargo, la presentación de estos proyectos puede diferirse a más tardar el día quince del mes de diciembre de ese mismo año.

Esto significa que en las condiciones actuales, el Congreso del Estado está obligado a aprobar las leyes de ingresos y los presupuestos de egresos antes del primero de enero del año siguiente al de la presentación del proyecto respectivo, ya que de lo contrario, no existiría ningún fundamento legal para ejercer el gasto público, pues no se habría cumplido con la etapa más importante del proceso legislativo, que es la de aprobación por el único órgano en el Estado facultado para hacerlo.

Consecuentemente, el Congreso del Estado sólo cuenta con un mes para la aprobación de éstas propuestas. Si consideramos que para su aprobación se deben tomar en cuenta diversos aspectos de las leyes de ingresos y presupuestos de egresos, como su amplitud temática y la complejidad de los elementos financieros, jurídicos, políticos, sociales y económicos que lo integran, a lo que debe agregarse la importancia intrínseca de este acto jurídico fundamental en el ámbito de las finanzas públicas del Estado y los municipios, podrían generarse debates al momento de su análisis, lo que puede provocar un atraso en la toma de decisiones e incluso su desaprobación.

Las leyes de ingresos y el Presupuesto de Egresos ameritan un examen extenso y completo para su estudio y deliberación.

No estamos exentos de !a posibilidad de que por diversas circunstancias, una vez que han sido puestos a disposición del Congreso Local los correspondientes proyectos, no se obtenga el acuerdo requerido para su aprobación dentro del término establecido por la ley, situación que genera que el Estado o los municipios queden sujetos a condiciones de incertidumbre jurídica y financiera.


En aras de fortalecer un importante sector del sistema financiero de la entidad y de los municipios, que permita respaldar la capacidad para atender las funciones básicas de carácter público y mejorar las bases para el desarrollo, ésta iniciativa busca garantizar las condiciones necesarias en la que se prevea de forma integral mejores soluciones al supuesto de falta de aprobación de las leyes de ingresos y Presupuesto de Egresos, brindando con ello la seguridad de que los planes y programas que se lleven a cabo, continúen su ejecución con el objeto de lograr mejores condiciones de vida para los coahuilenses.

Para lograrlo resulta conveniente contar con disposiciones que permitan dar soporte legal a las decisiones tomadas al encontramos bajo éstas circunstancias. Por ello, es necesario efectuar una reforma constitucional que prevea el supuesto de vigencia de las leyes de ingresos y Presupuesto de Egresos del ejercicio inmediato anterior, en el caso de que las propuestas que se presenten no se aprueben en la fecha señalada. Con esta medida eliminaremos la presión del tiempo para realizar su análisis exhaustivo y cuidadoso, lo que permitirá conservar el equilibrio financiero del Estado y municipios en cada uno de los ejercicios fiscales, así como coadyuvar a establecer las condiciones adecuadas para procurar la continuidad de los compromisos y proyectos asumidos durante el período de gestión.

Para este efecto, consideramos necesaria una modificación al artículo 67 en su fracción XXXIII en el que se establezca la posibilidad de mantener vigentes las disposiciones relativas a los ingresos y egresos del año inmediato anterior, si por alguna circunstancia no hubiera consenso en la aprobación del Presupuesto de Egresos o Ley de Ingresos de que se trate.”

TERCERO.- Las leyes de ingresos, así como el Presupuesto de Egresos del Estado y los municipios son disposiciones jurídicas de vigencia determinada en cuanto su duración es de un año; y, como se establece en la iniciativa, acopian las previsiones de los ingresos y gastos públicos que regirán la administración económica y financiera en forma anual de los diversos entes públicos, los cuales tienen como fin aprobar los lineamientos de la política en la asignación de recursos financieros y se elaboran bajo la premisa de cumplir los compromisos adquiridos con los coahuilenses para darle atención a las prioridades del Estado y municipios en cuanto a desarrollo económico, obra pública y servicios en bienestar de la comunidad.

No obstante lo anterior, por diversas circunstancias, una vez que han sido puestos a disposición del Congreso Local los correspondientes proyectos, puede acontecer que no se obtenga el acuerdo requerido para su aprobación dentro del término establecido por la ley, situación que genera para el Estado o los municipios  condiciones de incertidumbre jurídica y financiera; por ello, la propuesta de que en un evento así, continúen en vigor la Ley de Ingresos o el Presupuesto de Egresos del año inmediato anterior, con las actualizaciones que sean pertinentes, implica una política de previsión y solución a problemas futuros al  establecer las condiciones adecuadas para procurar la continuidad de los compromisos y proyectos asumidos por el Estado o los Municipios durante el período de gestión.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, estas Comisiones de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, formulan el presente

D I C T A M E N

ÚNICO.- Por las razones expuestas  debe aprobarse la Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C. C. Diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; “ Ignacio Zaragoza ” , del  Partido Unidad Democrática de Coahuila, y de los Partidos Verde Ecologista de México y del Trabajo, para quedar en los términos siguientes:

ARTÍCULO UNICO.- Se adiciona un párrafo al artículo 67 fracción XXXIII y un párrafo a la fracción II del artículo 158-P de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue:

Artículo 67.- Son atribuciones del Poder Legislativo:

I a XXXII.- . . . . . .​

XXXIII.- Examinar, discutir y aprobar anualmente la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Estado, discutiendo primero los ingresos que deben decretarse para cubrir el ejercicio presupuestal.

. . . . . . 

En el caso de no aprobarse la Ley de Ingresos o el Presupuesto de Egresos, continuarán en vigor las del año inmediato anterior, con las actualizaciones que sean pertinentes de acuerdo al índice nacional de precios al consumidor;

Artículo 158-P.- Los Municipios administrarán libremente su hacienda conforme a las bases siguientes:

I.- . . . . . . 

II.- El Congreso del Estado discutirá y aprobará las leyes de ingresos de los Municipios, en los términos de las disposiciones aplicables. La deuda pública municipal se sujetará a los principios que establece esta Constitución y demás disposiciones aplicables.

En el caso de no aprobarse alguna de las leyes de ingresos, continuarán en vigor las del año inmediato anterior del municipio o municipios de que se trate, con las actualizaciones a que se refiere el tercer párrafo de la fracción XXXIII del artículo 67 de esta Constitución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Finanzas, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado Raúl Xavier González Valdés ( Coordinador ), Diputado José Luis Moreno Aguirre, Diputado Jesús María Montemayor Garza, Diputado Guadalupe Sergio Resendiz Boone, Diputado Julián Montoya de la Fuente, Diputado Cesar Flores Sosa, Diputado Luis Gurza Jaidar, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado Jorge Alberto Guajardo Garza. Saltillo, Coahuila, a 2 de Mayo de 2007. 

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA

GONZÁLEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. DEMETRIO ANTONIO

ZUÑIGA SÁNCHEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JOSÉ IGNACIO MAYNES VARELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. LORENZO DÁVILA

HERNÁNDEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



COMISIÓN DE FINANZAS

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉS

COORDINADOR


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JESÚS MARÍA MONTEMAYOR GARZA


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JULIÁN MONTOYA DE LA FUENTE

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. CESAR FLORES SOSA


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. LUIS GURZA JAIDAR


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. LORENZO DÁVILA

HERNÁNDEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JORGE ALBERTO GUAJARDO GARZA


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma a los artículos 67  fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII, recorriéndose la ulterior fracción y 158-P fracción III de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional y C. C. Diputados integrantes del Partido Verde Ecologista de México y del Partido del Trabajo; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 20 de marzo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de reforma a los artículos 67  fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII, recorriéndose la ulterior fracción y 158-P fracción III de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional y C. C. Diputados integrantes del Partido Verde Ecologista de México y del Partido del Trabajo; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de reforma a los artículos 67  fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII, recorriéndose la ulterior fracción y 158-P fracción III de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional y C. C. Diputados integrantes del Partido Verde Ecologista de México y del Partido del Trabajo, se basa en las consideraciones siguientes:

“ La utilización correcta y racional de los recursos públicos constituye una de las condiciones esenciales para garantizar el buen manejo de las finanzas públicas, la eficacia en la toma de decisiones y consecuentemente, una mejor calidad de vida de la sociedad.

Sin embargo, ésta utilización requiere de mecanismos que permitan una correcta aplicación del gasto público y la garantía de que se lleve a cabo una adecuada rendición de cuentas y su fiscalización superior, que proporcione a la gente la seguridad de que los recursos públicos aplicados dentro del Estado, se ejercen correctamente.

A nivel internacional, el tema de la rendición de cuentas y la transparencia en el manejo de los recursos públicos ha sido objeto de señalamientos en cuanto a los errores y situaciones que presentaban algunos sistemas de fiscalización de las naciones y las ventajas de otros más avanzados y eficientes. De esta manera surgen importantes instrumentos como la Declaración de Lima sobre las Líneas Básicas de Fiscalización, en la que se describen los beneficios de contar con un órgano independiente en su operación, presupuesto y gestión.

En el orden nacional, surge el Convenio para dar cumplimiento a diversas propuestas de la Convención Nacional Hacendaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación en el mes de enero del presente año, el cual fue signado por nuestro estado en el mes de junio de 2005. Dicho convenio, obliga a las entidades federativas participantes a llevar a cabo acciones para la modernización y armonización contable, garantizar la certidumbre presupuestal, la asignación más eficiente de recursos públicos, la homologación de los sistemas de registro y control patrimonial, la profesionalización del servicio público y, en general, cumplir con todas sus obligaciones fiscales, tanto de pago como de solicitud de información.

Al adoptar el compromiso, las entidades federativas deben contemplar marcos jurídicos similares, principios y normas contables comunes, sistemas de administración financiera, registro contable y modelos de información y cuentas compatibles, con el objeto de propiciar el control, evaluación y fiscalización concurrentes; dichos principios deberán ser compatibles o similares a los utilizados por el Gobierno Federal. La implementación de las estrategias y mecanismos que permitan medir el desempeño del gasto y mejoren su eficiencia, estará a cargo de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales.

El cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio para dar seguimiento a diversas propuestas de la Convención Nacional Hacendaria, tiene como objeto que nuestro estado se beneficie con estímulos fiscales, por lo que, resultan indispensables las adecuaciones al marco normativo estatal en materia de fiscalización, presupuesto y ejercicio de recursos públicos, entre otros aspectos.

La vigente Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 14 de noviembre de 1989, establece que la revisión de las cuentas públicas compete al Congreso del Estado, a través de la Contaduría Mayor de Hacienda, como órgano técnico superior de fiscalización y control gubernamental. Sin embargo, actualmente dicho organismo no cuenta con la independencia política, técnica y presupuestaria necesaria para el correcto ejercicio de sus funciones.

Lo anterior genera como consecuencia diversas implicaciones, que van desde la falta de especialización del órgano hasta un vínculo mayor al necesario con cuestiones de carácter político o división partidista, que provoca que la importante labor de auditoría se vea influenciada por los criterios y compromisos políticos, dejando que éstos determinen el trabajo de sus miembros y, por consiguiente, la determinación de los resultados y decisiones finales de auditoría.

Es por ello que nuestro estado, que ha sido ejemplo de desarrollo y modernidad legislativa en diversas materias, debe responder al reto de crear una nueva estructura para el organismo de fiscalización superior estatal que coadyuve a consolidar la transición democrática y responda de manera efectiva a la demanda de la sociedad de erradicar las presuntas prácticas deshonestas de servidores encargados de la recaudación, administración, manejo o ejercicio de recursos públicos.

Es necesario transformar nuestro actual esquema de fiscalización, constituyendo un organismo especializado dotado de autonomía presupuestaria, técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones, con personalidad jurídica y patrimonio propio que pueda decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones en los términos de la ley.

Para ello se requiere de una adecuación integral a diversos ordenamientos. De esta manera, a través de la delegación de las facultades constitucionales del Poder Legislativo en materia de revisión de cuentas públicas estatales, contempladas en la fracción XXXIV del artículo 67 y las municipales contempladas en la fracción III del artículo 158-P de la Constitución Política del Estado de Coahuila, adecuación que se presenta mediante este paquete de Iniciativas, se garantiza a la sociedad que el destino de los recursos y la sanción a quienes los ejerzan de manera indebida se encontrará libre de presiones o criterios ajenos a los estrictamente administrativos y contables.

Este paquete de Iniciativas incluye además una reforma integral a la ley Orgánica del Congreso del Estado, donde se especifican las funciones y atribuciones tanto de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, como de la Auditoría Superior del Estado, como órgano técnico y ejecutor de la fiscalización superior en el Estado y los Municipios.

Se incluye además, la Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila, que tiene como objeto responder a las exigencias de transparencia en el manejo de recursos y a la complejidad derivada de un estado cada vez más democrático y plural; dar certeza jurídica a las entidades sujetas a fiscalización; fortalecer al órgano técnico de fiscalización superior; mejorar los procesos que se llevan a cabo en la revisión de las cuentas públicas; sentar las bases para un control presupuestal claro y oportuno, ajeno a toda motivación política o de grupo, que se refleje en la elevación de la calidad de vida de todos los que habitamos esta entidad. .

Se pretende contar con un órgano con autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y patrimonio propio denominado Auditoría Superior del Estado, el cual por delegación de las facultades propias del Congreso del Estado en materia de auditoría, llevará a cabo las acciones relativas a la fiscalización superior de los Poderes del estado, municipios, organismos públicos autónomos, entidades paraestatales, paramunicipales y en general, cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, que haya tenido o tenga a su cargo la recaudación, administración, manejo o ejercicio de recursos públicos estatales o municipales.

La Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior del Estado de Coahuila consta de 74 artículos, divididos en diez capítulos que contemplan los siguientes rubros:

Disposiciones generales.

La primera parte contempla el objeto de la ley, lo que proporciona una visión al panorama general sobre su contenido. De esa manera, señala que la Auditoría Superior del Estado es un órgano técnico que tiene a su cargo la fiscalización superior de las cuentas públicas; goza de autonomía técnica, presupuestal y de gestión para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones. Tiene personalidad jurídica y patrimonio propio, que por delegación del Congreso del Estado desempeña la revisión de las cuentas públicas, con las facultades previstas en la Constitución Local, la ley y demás disposiciones conducentes. Así mismo, provee un catálogo de definiciones que permitirán una clara y correcta aplicación de la ley, establece los principios rectores que debe observar el proceso de auditoría, así como las disposiciones supletorias a lo no previsto por la ley.

Las cuentas públicas.

Es de suma importancia establecer de manera precisa los lineamientos en que se funda el objeto de la revisión y fiscalización superior: la cuenta pública. Por ello, el capítulo Segundo establece el término con que cuentan las entidades sujetas a fiscalización superior para presentar sus cuentas públicas e informes de avance de la gestión financiera ante el Congreso del Estado, así como la integración de los mismos. Además señala la obligación de las entidades de conservar en su poder los libros y registros presupuestarios y de contabilidad por el período fijado en la ley, así como la información financiera y los documentos justificativos y comprobatorios de sus cuentas públicas, al igual que la forma en que deben llevar a cabo su contabilidad.

La fiscalización superior de las cuentas públicas.

Para el efectivo cumplimiento de las disposiciones previstas en esta iniciativa de ley, es necesario detallar con precisión el proceso que se llevará a cabo para la revisión y fiscalización superior de las cuentas públicas.

Para tal efecto, la Auditoría Superior del Estado, estará facultada para realizar visitas y auditorías a las entidades durante el ejercicio fiscal en curso, respecto de los procesos reportados como concluidos en los informes de avance de gestión financiera. En este punto cobra relevancia el principio de anualidad al que se sujeta procedimiento.

Toda auditoría, visita o inspección que se efectúe en los términos de lo previsto por ésta nueva ley, deberá practicarse por el personal expresamente comisionado para tal efecto por la Auditoría Superior del Estado. Además, la Auditoría, tendrá la facultad de contratar profesionales en esta materia a efecto de habilitarlos para llevar a cabo dicha tarea.

Así mismo, dentro de éste apartado, se establece el contenido del informe de resultados que la Auditoría Superior debe elaborar al terminar el proceso de fiscalización superior.

Las situaciones excepcionales.

Se prevé la revisión de las situaciones excepcionales como resultado de la facultad de denunciar ante la Auditoria Superior del Estado a través de un procedimiento establecido en la misma, los posibles daños al Estado o a los municipios en su hacienda pública o al patrimonio de las entidades, además de otras causales de afectación al interés publico.

La determinación de los daños y perjuicios y el fincamiento de las responsabilidades resarcitorias.

Este constituye un apartado fundamental en cuanto a la estructura que debe contener la ley, pues la regulación de las conductas y supuestos que den motivo al fincamiento de responsabilidad resarcitoria en cualquier ámbito, debe regirse por el principio de certeza.

Es por lo anterior que con la finalidad de resarcir el monto de los daños y perjuicios causados en la materia, se propone de manera enunciativa mas no limitativa el catálogo de conductas objeto de responsabilidad, los servidores públicos a quienes les son aplicables, así como la descripción de las sanciones, plazos de prescripción y criterios que deben tomarse en cuenta para su imposición.

Debe destacarse la inclusión del procedimiento para el fincamiento de responsabilidades resarcitorias, cuya facultad le corresponderá a la Auditoria Superior del Estado, la cual está obligada a respetar en todo momento las garantías de los sujetos responsables.

Además se hace mención de otro tipo de responsabilidades como la civil, administrativa y penal, respecto de las cuales, la Auditoría Superior del Estado tiene la obligación de turnar los asuntos a las autoridades e instancias que correspondan.

El recurso de reconsideración.

Se prevé la regulación del recurso de reconsideración. como un medio de defensa en contra de algunos actos llevados a cabo por la Auditoría Superior del Estado, el cual puede ser interpuesto por el o los servidores públicos o particulares, personas físicas o morales que se vean afectadas por la emisión de un acto de carácter administrativo.

Dentro de las disposiciones del recurso de reconsideración, además de la procedencia, se regula el procedimiento por lo que hace a la presentación, ofrecimiento y desahogo de pruebas, expresión de agravios, alcances de la resolución, así como la posibilidad de la suspensión del acto recurrido.

Cabe mencionar que se encuentran descritas las causales de sobreseimiento e improcedencia aplicables.

La Comisión de Hacienda y Cuenta Pública

Con los cambios en cuanto al funcionamiento técnico, presupuestario y de gestión, es necesario establecer las atribuciones del Congreso del Estado que específicamente le corresponden a la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública por lo que hace al procedimiento de rendición de cuentas públicas y fiscalización superior.

La Auditoria Superior del Estado.

Establece la competencia de la Auditoria y su estructura orgánica. Regula lo concerniente al titular de la Auditoría Superior del Estado por lo que hace a sus atribuciones tanto delegables como indelegables, requisitos para ocupar el cargo, el procedimiento de designación, mismo que obedecerá a una convocatoria, en la que la votación se hará por mayoría simple del Congreso y la remoción seguirá un procedimiento en el que será la Comisión quien en base a una denuncia acompañada de elementos probatorios u otras causas previstas en ley, determine sobre la procedencia o no de la remoción. En caso de que dictamine la procedencia de la remoción, ésta turnará el asunto al Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, para que sea quien emita la resolución definitiva.

Éste apartado señala además las causas de separación y la posibilidad de ser ratificado en sus funciones por un período igual

La denuncia ciudadana en contra del Auditor Superior y otros servidores públicos.

En otro orden de ideas, la nueva ley contempla la figura de la denuncia ciudadana, la cual consiste en la posibilidad de que cualquier ciudadano en pleno ejercicio de sus derechos y bajo su más estricta responsabilidad, presente ante la Comisión denuncia por escrito en la que solicite la remoción del Auditor Superior o de alguno de los servidores públicos de nivel superior de la Auditoría Superior determinados como tales en el reglamento interior.

La reserva de información.

Este apartado dispone la obligación de los servidores públicos de la Auditoría Superior del Estado, de los profesionales de auditoría independientes contratados para la práctica de auditorias y del Congreso del Estado, de guardar estricta reserva sobre la información y los documentos que conozcan con motivo del objeto de la fiscalización superior. En el mismo orden, señala la responsabilidad solidaria a cargo de la Auditoria Superior por los daños y perjuicios que, en los términos de este capítulo causen los servidores públicos y profesionales contratados para la práctica de auditorías que actúen de manera ilícita.

No obstante, la Auditoría Superior del Estado, tendrá acceso a la información que las disposiciones legales consideren como de carácter reservado o que deba mantenerse en secreto, sólo cuando esté relacionada con la recaudación. administración, manejo, custodia y aplicación de los recursos públicos, en la que tendrá la obligación de mantener la misma reserva o secrecía hasta en tanto no se derive de su revisión el fincamiento de responsabilidades o el señalamiento de las observaciones que correspondan en el Informe de Resultados.

Por todo lo anteriormente descrito, y en aras de construir de manera correcta los cimientos para que nuestro estado sea fuerte y responsable en el sentido y cumplimiento de la rendición de cuentas públicas, se proponen las reformas a la Constitución Política del Estado de Coahuila. a la Ley Orgánica del Congreso y la Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila, con fundamento en los artículos 59 fracción 1, 60 párrafo primero, 62 y 67 fracción 1, de la Constitución Política del Estado; 49 fracción IV, 183 fracción 1, 184, 188, 189 Y 192 de la ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, y se presenta la siguiente iniciativa de: DECRETO ” 

TERCERO.- Consideran los autores de la iniciativa que la utilización correcta y racional de los recursos públicos constituye una de las condiciones esenciales para garantizar el buen manejo de las finanzas públicas, la eficacia en la toma de decisiones y consecuentemente, una mejor calidad de vida de la sociedad.

En esa tesitura, y merced a los compromisos asumidos por el Estado con la Federación en el Convenio para dar seguimiento a diversas propuestas de la Convención Nacional Hacendaria, resulta indispensable adecuar el marco normativo estatal en materia de fiscalización, presupuesto y ejercicio de recursos públicos.

La vigente Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 14 de noviembre de 1989, establece que la revisión de las cuentas públicas compete al Congreso del Estado, a través de la Contaduría Mayor de Hacienda, como órgano técnico superior de fiscalización y control gubernamental; sin embargo, la experiencia ha demostrado que dicho organismo carece de la independencia política, técnica y presupuestaria necesaria para el correcto ejercicio de sus funciones.

Lo anterior implica no sólo falta de especialización del órgano, sino vinculaciones de carácter político y partidista, que repercute en la actividad de auditoría, merced a los compromisos políticos, que se reflejan en los resultados y decisiones que a la postre se tomen.

 Así las cosas, ante un proyecto ya rebasado, es necesario transformar el esquema actual de fiscalización, constituyendo un organismo especializado dotado de autonomía presupuestaria, técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones, con personalidad jurídica y patrimonio propio que pueda decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones en los términos de la ley.

Para ello, la iniciativa que ahora se estudia y dictamina, propone  una adecuación integral a diversos ordenamientos.

 En primer término, se propone una reforma constitucional que sirva de fundamento y base legal a la legislación secundaria en la materia, de modo tal que se garantice a la sociedad el destino de los recursos y la sanción a quienes los ejerzan de manera indebida, sin la interferencia de presiones o criterios ajenos a los estrictamente administrativos y contables; en segundo término, y como consecuencia de la adecuación constitucional, una reforma integral a la ley Orgánica del Congreso del Estado, donde se puntualicen las funciones y atribuciones tanto de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, como de la Auditoría Superior del Estado, como órgano técnico y ejecutor de la fiscalización superior en el Estado y los Municipios, además de incluir  una  Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Resulta pertinente someter a la consideración de esta Soberanía,  la Iniciativa de reforma a los artículos 67  fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII, recorriéndose la ulterior fracción y 158-P fracción III de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional y C. C. Diputados integrantes del Partido Verde Ecologista de México y del Partido del Trabajo la cual es del tenor siguiente:

ARTÍCULO PRIMERO.- Se modifican las fracciones XXXIV, XXXVII, XXXVIII y XLVIII, recorriéndose la ulterior fracción del artículo 67 y III del artículo 158-P de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Articulo 67.- Son atribuciones del Poder Legislativo:

I a XXXIII.- .....

XXXIV.- Revisar, por conducto de su entidad de fiscalización superior denominada Auditoria Superior del Estado, en los términos previstos en la ley, las cuentas públicas de los Poderes del Estado, municipios y de los organismos públicos autónomos y de las demás entidades que se encuentren bajo su ámbito de influencia y cuya gestión presupuestal y programática no esté incorporada en su cuenta pública.

La revisión de las cuentas públicas tendrá por objeto conocer los resultados de la gestión financiera respectiva y comprobar si se han ajustado a la ley de ingresos o presupuesto de ingresos, según corresponda y a su presupuesto de egresos y el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas. Serán principios rectores de la fiscalización superior la posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad, confiabilidad, integridad, transparencia, oportunidad, congruencia, inmediatez, suficiencia financiera, independencia y objetividad.

La Auditoría Superior del Estado es un órgano con autonomía técnica y de gestión, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Dicha autonomía le permitirá el ejercicio de sus atribuciones y la decisión sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley.

Tendrá a su cargo:

a) Fiscalizar en forma posterior los ingresos y egresos; la recaudación administración, manejo, custodia y aplicación de los fondos y recursos públicos, estatales o municipales de los órganos y dependencias de los Poderes y municipios, organismos públicos autónomos, entidades paraestatales, paramunicipales y, en general, de cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, que haya tenido o tenga a su cargo la gestión de recursos públicos estatales o municipales, a través de los informes que se rendirán en los términos que disponga la ley.

Sin perjuicio de los informes a que se refiere el primer párrafo de este inciso, en las situaciones excepcionales que determine la ley, podrá realizar directamente revisiones de conceptos específicos o requerir a las entidades que procedan, la revisión de los conceptos que estime pertinentes, a fin de que le rindan un informe. Si estos requerimientos no fueren atendidos en los plazos y formas señalados por la ley, se podrá dar lugar al fincamiento de las responsabilidades que correspondan.

b) Entregar el informe del resultado de la revisión de las cuentas públicas al Congreso Local a más tardar el 31 de octubre del año en que éstas debieron presentarse. Dicho informe contendrá al menos, los dictámenes de su revisión, el apartado correspondiente a la fiscalización y verificación del cumplimiento de los programas, el cumplimiento de las normas de información financiera para el sector público, los resultados de la gestión financiera, la comprobación de que las entidades se ajustaron a la ley de ingresos o presupuesto de ingresos de la entidad, según corresponda, y al presupuesto de egresos, el análisis de las desviaciones presupuestarias en su caso, y los comentarios de .los auditados, mismo que tendrá carácter público.

La Auditoría Superior del Estado deberá guardar reserva de sus actuaciones, hasta que rinda el informe a que se refiere este inciso; la ley establecerá las sanciones aplicables a quienes infrinjan esta disposición.

c) Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, recaudación, administración, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos federales, estatales o municipales y efectuar visitas domiciliarias para exigir la exhibición de libros, documentos y demás información indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las formalidades establecidas para los cateos, y

d) Determinar los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública de las entidades y fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y sanciones correspondientes, así como promover ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades; promover las acciones de responsabilidad a que se refiere el Título Séptimo de esta Constitución y presentar las denuncias y querellas penales, en cuyos procedimientos tendrá la intervención que señale la ley.

El Auditor Superior del Estado será designado por las dos terceras partes de los legisladores presentes del Pleno del Congreso Local en los términos de las disposiciones aplicables; en caso de no obtenerse esta mayoría calificada habrá una segunda votación, y si en esta tampoco se logra la mayoría calificada, su designación se hará por simple mayoría de los presentes; será inamovible y su remoción sólo podrá realizarse por las causas graves y mediante el procedimiento previsto en la ley; durará en su encargo ocho años y podrá ser ratificado para un segundo período.

XXXV. . . . . . . 

XXXVI. . . . . . . 

XXXVII. Nombrar y remover a los servidores públicos de la Oficialía Mayor y la Tesorería.

XXXVIII. Expedir la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Coahuila.

XXXIX. a XLVII. . . . . . . 

XLVIII. Designar al Auditor Superior del Estado, y

XLIX. Las demás que le confieran la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Constitución y los demás ordenamientos aplicables.

Artículo 158-P. Los Municipios administrarán libremente su hacienda conforme a las bases siguientes:

I. . . . . . . 

II. . . . . . . 

III. El Congreso del Estado revisará y fiscalizará por conducto de la Auditoria Superior del Estado, las cuentas públicas de los Municipios, en los términos de las disposiciones aplicables. El Congreso del Estado en coordinación con los municipios garantizará la disposición de la información de la cuenta pública municipal a la comunidad en general, a través de instrumentos confiables, oportunos y transparentes;

IV a VII. . . . . . 

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto producirá efectos el mismo día en que entre  en vigor la Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila. En estos términos publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a este Decreto.”

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 7 de Mayo de 2007.
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Dictamen de la Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo presentada “sobre el problema de los graffitis en el estado”, formulada por los diputados Alfio Vega de la Peña, Juan Carlos Ayup Guerrero, Jesús Maria Montemayor Garza y Jose Luis Alcala de la Peña del grupo parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional; y,  

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 30 de enero de 2007 se trató lo relativo a la proposición con punto de acuerdo a que se alude en el proemio de este Dictamen.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a esta Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los  artículos 132, 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen en atención al acuerdo tomado por el Pleno del Congreso.

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo presentada “sobre el problema de los graffitis en el estado”, formulada por los diputados .Alfio Vega de la Peña, Juan Carlos Ayup guerrero, Jesús Maria Montemayor Garza y José Luis Alcalá de la Peña del grupo parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“En el paisaje urbano, las paredes hablan con nombres ilegibles, letras distorsionadas, palabras coloridas, figuras enormes sin proporciones, son mensajes cifrados, inscritos por miles de jóvenes que, plumón, aerosol, piedra en mano, rayan a diestra y siniestra todo espacio disponible para reafirmar su espíritu creativo, sus ganas de existir  de construir su identidad. El graffiti, es la nueva estética de las urbes en todo el mundo; manifestación de una moda adoptada por jóvenes que no guarda respeto por la propiedad privada y asumen la ilegalidad como parte del placer de pintar.

Cualquier espacio disponible es bueno: fachadas de casas, muros de una avenida, puentes, banquetas, anuncios espectaculares. Toda superficie a la mano es lienzo donde los grafiteros pintan, rayan y marcan dejando constancia de una visión estética diferente, poco agradable para los conservadores gustos de la mayoría  de los ciudadanos.

El grafittero hace del graffiti su modo de vida y su relación con el mundo. Un día cualquiera sale de su casa y pinta en alguna esquina con aerosol un jeroglifico, su firma; sube al transporte publico y con plumón deja un mensaje indeleble de caracteres indescifrables y con piedra de esmeril raya su nombre en el cristal: al llegar a la escuela plasma con colores y líneas sus señas de identidad. De noche en compañía de un grupo de grafiteros, de manera clandestina, pinta murales en los edificios o en un anuncio espectacular. El reato de cada día es tener mayor destreza, mas rapidez mejor manejo del color. Así, el grafitero va forjando su estilo, aquello que lo hará reconocible entre miles de escritores de paredes que como el comparten el gusto por el placazo. 

El graffiti es un movimiento cultural diverso, constructivo y vandálico a la vez. Esta relación con el hip-hop, el ska, las patinetas y la peculiar vestimenta con pantalones holgados. Tiene elementos de protesta estética, de voluntad artística sentimiento nihilista, sin mensajes trascendentes o simple desorden adolescente. En otros casos es la expresión de la resistencia cultural del nuevo siglo. La ley penaliza sus expresiones, en articulo 438 BIS del capitulo noveno, del Código Penal del Estado, pero para los grafiteros es riesgo y merito para sus aventuras artísticas, ya que la mayoría suele ser ajeno a la delincuencia común.

El movimiento grafitero, siendo una adaptación mexicana del proceso de norteamericanizacion cultural de los jóvenes, apenas esta en sus inicios. Su desprecio por la propiedad seguirá afectando a particulares y al gobierno; que tendrán que seguir invirtiendo recursos –y seguridad- para resarcir los daños ocasionados por esta compulsión de rayar las paredes.

El graffiti mexicano es un ejemplo de cómo los globalizados usan la globalización cultural para hacerse visibles. Según sus protagonistas, es también el ruido anónimo que irrumpe en el discurso de poder, la rebeldía de una generación de jóvenes excluidos de la sociedad, por un modelo de desarrollo que les ha robado su futuro.

Resulta evidente que dichas formas de expresión, limitan que una cuidad se mantenga ordenada, ya que los perjudicados, son los dueños de las paredes, casas o negocios que son afectados, creando conflictos entre la población y descontento con las autoridades por no hacer algo al respecto.

El objetivo de la presente Proposición, es organizar a las instancias correspondientes a llevar a cabo un programa de gran alcance familiar, educativo, cultural y social, que sirva para canalizar las inquietudes en los jóvenes sobre este tipo de expresiones grafiteras.”
TERCERO. Sin duda alguna los grafiteros representan una expresión social que busca manifestar o hacer patente su rebeldía hacia diversas cosas o actos con las que no parecen estar de acuerdo. Esa rebeldía se traduce en la escritura de letras y de otras expresiones en cualquiera de las paredes o superficies planas  de nuestra cuidad sin importar quien o quienes sean los dueños de las mismas, causando una seria molestia y un desacuerdo hacia esa forma de expresión generalizado en cualquier sociedad. 

Por lo anterior, consideramos atinado el punto de acuerdo en relación a que el graffiti mal encausado, esa energía y rebeldía desbordada sin que se ponga límite alguno representa una situación grave y preocupante para la sociedad y las autoridades.  

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, esta Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte estima pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

UNICO. Por las razones expuestas en el considerando tercero de este dictamen, se acuerda solicitar al Instituto Coahuilense de la Juventud, en la medida de lo posible, la realización y puesta en marcha de programas y talleres enfocados  a canalizar a los grafitteros, para que su expresión no se convierta en un grave desorden social.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, diputado Juan Carlos Ayup Guerrero (Coordinador), diputado Jesús María Montemayor Garza, diputado Alfio Vega de la Peña, diputado José Ignacio Máynez Varela, diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, Saltillo, Coahuila, a 24 de abril de 2007.

COMISIÓN PARA EL DESARROLLO DE LA JUVENTUD Y EL DEPORTE
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Dictamen de la Comisión de Energía y Minas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso de Estado de Coahuila de Zaragoza, relativo a la proposición de punto de acuerdo de fecha 16 de abril del 2007 propuesto por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña del Grupo Parlamentario Jesús Reyes Heroles, del Partido Revolucionario Institucional sobre un Exhorto al Titular del Poder Ejecutivo Federal y al Congreso de la Unión, para que no se lleve a cabo la privatización de la Empresa PEMEX, sin realizar previamente un cuidadoso estudio de las consecuencias económicas y estratégicas de enajenar este preciado bien de la nación y sin haber realizado referéndum publico para este fin.

ANTECEDENTES

PRIMERO. Que en la sesión celebrada en el Pleno del Congreso, el día 16 de abril del 2007, se dio cuenta de la propuesta de punto de acuerdo planteado por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña del Grupo Parlamentario Jesús Reyes Heroles, del Partido Revolucionario Institucional sobre un Exhorto al Titular del Poder Ejecutivo Federal y al Congreso de la Unión, para que no se lleve a cabo la privatización de la Empresa PEMEX, sin realizar previamente un cuidadoso estudio de las consecuencias económicas y estratégicas de enajenar este preciado bien de la nación y sin haber realizado referéndum publico para este fin

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación en Pleno de este H. Congreso de acuerdo a los artículos 126, 132, 144, 199 y 252 se turno el planteamiento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y en su caso aprobación del dictamen, en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen,  sobre los puntos de acuerdo presentados, tanto por el acuerdo  de la Presidencia de la Mesa Directiva, como por lo dispuesto en los artículos 126, 132, 144, 199 y 252 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. Que la proposición del punto de acuerdo presentada por este H. Congreso del Estado de Coahuila, se basan en diferentes consideraciones que en su momento fueron dadas a conocer en el Pleno del Congreso en la lectura del documento en cuestión. 

TERCERO. El comunicado fue recibido el día 16 de abril del 2007 y turnado a esta comisión el día 17 del mismo mes, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Energía y Minas, quienes

DICTAMINAN:

UNICO. Que analizado que fue el punto propuesto y al no haber indicios claros de la privatización que se habla, esta comisión considero no pertinente realizar el exhorto al Titular  del Poder Ejecutivo Federal y al Congreso de la Unión, tanto que no ocurra tal situación.

Dado en la Sala de Juntas Plan de Guadalupe del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la Ciudad de Saltillo, Coahuila, el día 7 de Mayo del 2007, acordándolo así los Diputados integrantes de la Comision de Energía y Minas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Por la Comisión de Energía y Minas

Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

Coordinador

Dip. Jesús Maria Montemayor Garza

Dip. Francisco Javier Z` Cruz

Dip, Leocadio Hernández Torres

Dip. Silvia Guadalupe Garza Galván

Dictamen de la Comisión de Energía y Minas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso de Estado de Coahuila de Zaragoza, relativo a la proposición de punto de acuerdo de fecha 23 de mayo del 2006 propuesto por la Dip. Silvia Guadalupe Garza Galván del Grupo Parlamentario Vicente Fox Quezada del Partido Acción Nacional, para que se estudie el caso de la falta de mecanismos legales contra los cobros excesivos que aplica la Comisión Federal de Electricidad en la Región Centro del Estado.

ANTECEDENTES

PRIMERO. Que en la sesión celebrada por la Diputación en Pleno del Congreso, el día 23 de mayo del 2006, se dio cuenta de la propuesta de punto de acuerdo por este por el H. Congreso de Estado de Coahuila, en el que manifiesta su proposición para que se estudie el caso de la falta de mecanismos legales contra los cobros excesivos que aplica la Comisión Federal de Electricidad en la Región Centro del Estado

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación en Pleno de este H. Congreso de acuerdo a los artículos 126, 132, 144, 199 y 252 se turno el planteamiento antes mencionado a esta Comisión, para su estudio y en su caso aprobación del dictamen, en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen,  sobre el punto de acuerdo presentado, tanto por el acuerdo  de la Presidencia de la Mesa Directiva, como por lo dispuesto en los artículos 126, 132, 144, 199 y 252 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre Y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. Que la proposición del punto de acuerdo presentada por este H. Congreso del Estado de Coahuila, se basan en diferentes consideraciones que en su momento fueron dadas a conocer a la Diputación Permanente en la lectura del documento en cuestión. 

TERCERO. El comunicado fue recibido el día 23 de mayo del 2006 y turnado a esta comisión el día 24 del mismo mes, para análisis y dictamen por los miembros que integran esta Comisión de Energía y Minas, quienes

DICTAMINAN:

PRIMERO. Que una vez realizada la reunión de fecha 7 de mayo del 2007 la Comision de Energía y Minas, acordó enviar solicitud a la Procuraduría Federal del Consumidor para que busque medidores alternos a los de la Comisión Federal de Electricidad para verificar los consumos de energía eléctrica.

SEGUNDO.- Se realicen gestiones ante la Federación a fin de buscar mecanismos que protejan a los usuarios y tengan alguna instancia ajena a la comision federal de electricidad para presentar y resolver quejas de los usuarios.

Dado en la Sala de Juntas Plan de Guadalupe del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la Ciudad de Saltillo, Coahuila, el día 7 de Mayo del 2007, acordándolo así los Diputados integrantes de la Comision de Energía y Minas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Por la Comisión de Energía y Minas

Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

Coordinador

Dip. Jesús Maria Montemayor Garza

Dip. Francisco Javier Z` Cruz

Dip, Leocadio Hernández Torres

Dip. Silvia Guadalupe Garza Galván
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